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Capítulo cuarto

ANÁLISIS CRÍTICO DE RESOLUCIONES 
RELEVANTES EN MATERIA DE DERECHO 

AL OLVIDO

En este capítulo se analiza la formación de criterios relevantes que 
han propiciado la materialización del derecho al olvido en sede ju-
risdiccional, comparando resoluciones para entender sus elemen-
tos y diferencias.

Lo anterior se hará mediante el análisis comparativo de dis-
tintas resoluciones emitidas en relación con el derecho al olvi-
do, la mayoría de ellas en contra de Google como empresa, pero 
también se han considerado resoluciones que puedan resultar 
relevantes aun cuando la parte demandada sea distinta a dicha 
empresa.

Para la selección de casos se ha recurrido a referencias de la 
literatura consultada como parte de la investigación realizada, 
intentando encontrar las emitidas por el Poder Judicial, princi-
palmente, por las cortes supremas nacionales, así como de otros 
órganos estatales, tanto en el continente europeo como en el 
americano.

Se ha elegido la observación de resoluciones europeas en tan-
to que en dicho continente se desarrolló primeramente la apli-
cación del derecho al olvido, y donde se ha reconocido de for-
ma expresa en la legislación vigente, esto en comparación con el 
continente americano, para entender sus alcances en esta región 
y tener un marco de comparación de lo realizado en México por 
las autoridades competentes.

Como elementos de dicha comparación se han analizado los 
que configuran la ratio decidendi, como aquellos que fundamen-
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tan de forma genérica la decisión,278 señalando los distintos argu-
mentos expuestos en cada caso, así como la referencia u opinión 
sobre el caso Costeja.

I. Resoluciones y criterios de tribunales 
del continente europeo

En el continente europeo podemos observar la formación y evolu-
ción de una línea jurisprudencial en la que se han ido definiendo 
los alcances del derecho al olvido.

Esquema 5 
Derecho al olvido 

Línea jurisprudencial / Unión Europea

Fuente: Elaboración propia.

278	 	Cfr. Bernal Pulido, Carlos, “El precedente y la ponderación”, en Bernal 
Pulido, Carlos et al. (coords.), El precedente en la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2018, p. 108.

Caso 5525/2012

Se resuelve que el
buscador es sólo un

intermediario y no controla
el contenido, pero tiene que

prevenir su indexación
cuando sepa que el
contenido es ilegal.

Caso Costeja

Motores de búsqueda tienen la
obligación de eliminar resultados
que contengan datos personales

y sus titulares se opongan a que la 
información sea pública cuando sea 

inadecuada, irrelevante, ya no 
relevante, o excesiva en relación

con los propósitos
para los que fue creada

Caso Delfi vs Stonia
(2015)

Se reitera la importancia del balance 
entre la libertad de expresión y

el respeto a la vida privada, así como 
se analiza la responsabilidad de
los motores de búsqueda en los 

derechos fundamentales
de la persona, los cuales prevalecen 

sobre los intereses económicos
de los operadores y los intereses

de otros usuarios.

C507-2017
(2019)

Se determinó que la solución de Google
de geobloquear los resultados en ciertas 

regiones resultaba insuficiente, por
lo que deben tomarse medidas suficientes

para desindexar los resultados
en todas las versiones del buscador.

Caso Dl-2018-9274
(2020)

Se señala que la práctica de 
Google de informar a

los sitios web la desindexación 
de resultados de los listados

de busqueda inhibe
el cumplimiento efectivo
del derecho al olvido, al

poderse listar la información
de nueva cuenta. 

Corte de
Casación
italiana

Tribunal de
Justicia de la

Unión Europea
Tribunal de

Justicia de la
Unión Europea

Corte Europea
de Derechos
Humanos

Autoridad de
Protección

de Datos Sueca

1 32

Se ordena desindexar
apellido y nombre

de Diana Z de google.com 
y google.fr

Tribunal de
Gran Instancia

de París

Caso Diana Z

Antecedentes
(2012)

Leading Case
(2014)

Casos consolidados de línea
(2015-2020)



DERECHO AL OLVIDO... 137

Para esta breve exposición y análisis consideraré que una lí-
nea jurisprudencial es una idea abstracta279 que puede ayudarnos 
a responder una pregunta fundamental conforme a los criterios 
jurisprudenciales: ¿qué es y cómo se delimita el llamado derecho 
al olvido? Ello a efecto de identificar los patrones en el desarrollo 
de la decisión de reconocer el derecho al olvido en el continente 
europeo.

En un primer momento, en 2012, dos resoluciones de Fran-
cia e Italia pavimentaron el camino para la configuración del 
derecho al olvido, introduciendo el concepto de balance de inte-
reses entre el derecho a la protección de datos personales y a la 
información.

En particular, en el caso Diana Z vs. Google Inc, resuelto por el 
Tribunal de Gran Instancia de París el 15 de febrero de 2012, se 
determinó ordenar la desindexación del apellido y del nombre de 
la señora Diana Z en relación con todos los sitios de naturaleza 
o tendencia pornográfica en los motores de búsqueda de Google 
accesibles en www.google.com y www.google.fr.280

Por otro lado, en el caso 5525/2012 resuelto por la Corte de 
Casación de Italia el 5 de abril de 2012, una persona declarada 
culpable de cometer un delito solicitó que se eliminara su infor-
mación de un artículo al que era posible acceder por Internet, ya 
que no se mencionaba que finalmente fue encontrado inocente. 
En este caso, la Corte resolvió que el buscador sólo es un inter-
mediario y no controla el contenido. Asimismo, estableció que 
cuando se trate de información ilegal debe prevenir su indexa-
ción cuando sepa de la ilegalidad de su contenido.281

Estos dos casos comienzan a visualizar la protección de datos 
personales como un interés legítimo para que sus titulares soli-

279		 Cfr. López Medina, Diego Eduardo, El derecho de los jueces: obligatoriedad del 
precedente constitucional, análisis de sentencias y líneas jurisprudenciales y teoría del derecho 
judicial, Bogotá, Universidad de los Andes, 2006, p. 141.

280		 Cfr. resolución del 15 de febrero de 2012, Tribunal de Gran Instancia de 
París.

281		 Cfr. resolución 5525/2012 del 5 de abril de 2012, Corte de Casación de 
Italia, tercera sección.
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citen a los motores de búsqueda la desindexación de resultados, 
sobre todo si la información es ilegal o afecta a la persona, pero 
distinguiendo los alcances de la responsabilidad del intermedia-
rio respecto al contenido de los sitios web disponibles a través de 
los motores de búsqueda.

Posteriormente, el 13 de mayo de 2014 el Tribunal de Jus-
ticia de la Unión Europea resolvió el afamado caso Costeja282 de 
Google vs. la Agencia Española de Protección de Datos, que correspon-
de a la sentencia hito del reconocimiento del derecho al olvido, 
en la cual se determinó que el tratamiento de datos personales 
efectuado por el gestor de un motor de búsqueda (Google) puede 
afectar los derechos a la vida privada y a la protección de datos 
personales cuando se busca la información de una persona física, 
ya que como resultado se pueden inferir y crear percepciones 
sobre su vida que pueden repercutir en ella, sin que ello permita 
establecer un perfil detallado de quien se trate.

Por lo anterior, se resolvió que el gestor de un motor de bús-
queda tiene la obligación de eliminar de los resultados de sus si-
tios todos aquellos que, aunque hayan sido publicados por terce-
ros, contengan datos personales y sus titulares se opongan a que 
dicha información sea pública.

En opinión de Juan Manuel Romero Martínez, en dicha re-
solución se definen los alcances del derecho a la protección de 
datos personales y los operadores de motores de búsquedas en 
Internet.283

En este caso se reconoció por vez primera de forma expresa 
la existencia del derecho al olvido, señalando que si bien es im-
posible que se elimine de forma total la información que se ha 
difundido a través de la web, sí es posible evitar el acceso a ésta 
al eliminar los sitios de los resultados de los motores de búsqueda 
electrónicos.

282		 Cfr. resolución C-131/12 del 13 de mayo de 2014, Tribunal de Justicia 
Europeo.

283		 Cfr. Romero Martínez, op. cit.
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Asimismo, se deja de lado la importancia de analizar la ile-
galidad del contenido de los sitios web disponibles a través del 
motor de búsqueda, y es suficiente legitimidad para solicitar la 
desindexación la titularidad de los datos personales publicados 
en los casos en que la información sea inadecuada, irrelevante o 
ya no relevante, o excesiva en relación con los propósitos para los 
que fue procesada.

Posteriormente, en el caso 64569/09 Delfi AS vs. Estonia, re-
suelto por la Corte Europa de Derechos Humanos el 16 de junio 
de 2015, se analizó la responsabilidad de Delfi AS, uno de los 
portales electrónicos de noticias más grandes de Estonia, al per-
mitir que se publicara contenido ilegal y ofensivo en su página 
por parte de los usuarios.284

En esta resolución se reiteró que los artículos 10 (libertad de 
expresión) y 8 (derecho al respeto a la vida privada y familiar) 
de la Convención Europea de Derechos Humanos merecen igual 
respeto y debe existir un balance que permita mantener la esencia 
de ambos.

De igual forma, se volvió a retomar la importancia de ana-
lizar la responsabilidad por la difusión de discursos difamatorios 
u otros tipos de discursos ilícitos, atendiendo al contenido de la 
información para realizar un ejercicio de ponderación entre los 
derechos en tensión.

Sobre el criterio del caso Costeja y la responsabilidad de los 
motores de búsqueda, señaló que los derechos fundamentales de 
la persona, por regla general, prevalecen sobre los intereses eco-
nómicos del operador de un motor de búsqueda y los intereses de 
otros usuarios de Internet.

En la misma resolución resulta relevante el voto particular 
conjunto de los jueces Sajó y Tsotsoria, quienes hacen referencia 
a que los derechos de un intermediario activo incluyen el dere-
cho a permitir a otros impartir y recibir información. Asimismo, 

284		 Cfr. resolución 64569/09 del 16 de junio de 2015, Corte Europea de 
Derechos Humanos.
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afirman que si bien el intermediario activo puede ejercer un con-
trol sobre los comentarios que aparecen en su sitio y también que 
al crear una sección de comentarios e invitar a los usuarios a par-
ticipar realiza una actividad expresiva que conlleva responsabili-
dad, la naturaleza del control no implica la identificación con un 
editor tradicional. Ante ello, el deber de eliminar los comentarios 
ofensivos sin tener conocimiento real de su existencia e inmedia-
tamente después de su publicación significa que el intermediario 
activo tiene que proporcionar supervisión las veinticuatro horas 
del día, lo que implica una responsabilidad absoluta y estricta, 
que no difiere en ningún sentido de la restricción previa genera-
lizada.285

Lo anterior resulta interesante al preguntarnos cuáles son los 
alcances de la responsabilidad de los intermediarios, ya que final-
mente los foros de opinión, al igual que en los buscadores, no son 
ellos los responsables del contenido de la información, pero sin su 
intervención no existirían los canales para su difusión.

Otro caso relevante es el C-507/17 Google vs. la Commission 
Nationale de L’informatique et des Libertés de Francia, resuelto por el 
Tribunal de Justicia Europea el 24 de septiembre de 2019, en 
el que se analizó si las medidas implementadas por Google en 
atención al criterio derivado del caso Costeja resultaban suficien-
tes para permitir el respeto y ejercicio del derecho al olvido. Se 
determinó que la propuesta de Google de geobloquear los resul-
tados de búsqueda era insuficiente, ya que el intermediario, sin 
importar el lugar donde la búsqueda sea iniciada, aun cuando 
sea dirigida de un lugar ajeno al territorio de la directiva, debe 
asegurar que no sea posible ingresar, atendiendo a que Internet 
es una red global sin fronteras.286

Asimismo, se establece que el balance entre el derecho a la 
privacidad y la protección de datos personales y la libertad de 

285		 Cfr. resolución 64569/09 del 16 de junio de 2015, Corte Europea de 
Derechos Humanos, voto particular conjunto de los jueces Sajó y Tsotsoria.

286		 Cfr. resolución C-507/17 del 24 de septiembre de 2019, Tribunal de Jus-
ticia Europea.
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información de los usuarios de Internet pueden variar mucho 
alrededor del mundo; sin embargo, Google debe tomar medi-
das suficientes, y el afectado tiene derecho a que se desindexe 
el resultado de búsqueda de todas las versiones del buscador. Se 
condenó a Google a restringir el acceso en todas las versiones del 
buscador de los países miembro de la Unión Europea.

En otras latitudes europeas, el 10 de marzo de 2020 la Auto-
ridad de Protección de Datos de Suecia impuso una multa de 75 
millones de coronas suecas (aproximadamente 7 millones de eu-
ros) a Google por incumplimiento del Reglamento General de 
Protección de Datos de la Unión Europea, ya que cuando elimi-
naba un listado de resultados de búsqueda lo notificaba al sitio 
web al que se dirigía el enlace, de forma que el propietario del si-
tio supiera qué enlace de página web se había eliminado y quién 
estaba detrás de la solicitud de eliminación, lo cual le permitía 
volver a publicar la página en otra dirección web que se mostra-
ra entonces en una nueva búsqueda de Google; por ello, la auto-
ridad sueca ordenó que cesara y se desistiera de esa práctica.287

Esta resolución resulta relevante porque expone las acciones 
de Google ante las solicitudes de desindexación de ese periodo, 
que limitaban la eficacia del ejercicio del derecho al olvido.

En conclusión, el reconocimiento del derecho al olvido tiene 
el objetivo de establecer límites a la difusión atemporal y excesi-
va de información, y busca que los usuarios tengan la posibilidad 
desarrollar su propia identidad digital. Aunque no ha sido senci-
llo hacer valer este derecho, los distintos tribunales y autoridades 
buscan constantemente la forma de hacer efectivos los alcances 
de las decisiones que pretenden proteger eficazmente y de forma 
extraterritorial a los titulares o afectados por la difusión no con-
sentida de su información.

287		 Cfr. resolución DI-2018-9274 del 10 de marzo de 2020, Autoridad Sueca 
de Protección de Datos.
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II. Resoluciones y criterios de tribunales 
del continente americano

Como se señaló anteriormente, el reconocimiento del derecho al 
olvido en vía judicial se desarrolló en el continente europeo. El 
caso Costeja fue el hito en el rubro, al buscar proteger el derecho in-
dividual a la privacidad como un límite ante las grandes empresas 
tecnológicas, principalmente Google, mientras que en otras latitu-
des, como Estados Unidos, se prioriza la protección de la libertad 
de expresión sobre la consideración individual.

Por otro lado, resulta interesante referir que el criterio adop-
tado por el caso Costeja ha sido analizado y en ocasiones aplicado 
en el continente americano, ya que, al operar los motores de bús-
queda de forma global, las reglas establecidas en ese caso pueden 
replicarse en otras latitudes.

Resulta interesante observar las diferencias en los distintos 
sistemas y culturas jurídicas, que han dialogado con el criterio 
adoptado por el caso Costeja en el marco estatal correspondiente. 
Cabe aclarar que no existe una línea jurisprudencial desarrolla-
da en el continente americano, sino que cada Estado ha anali-
zado desde distintas perspectivas los argumentos en favor o en 
contra del reconocimiento del derecho al olvido, sin que exista 
un acuerdo evidente.

En términos generales, se obtuvieron resoluciones de tribu-
nales nacionales y otras autoridades administrativas de Argen-
tina, Brasil, Chile, Colombia, México y Perú, que reconocen o 
niegan el ejercicio del derecho al olvido, conforme a la gráfica 3.



DERECHO AL OLVIDO... 143

Gráfica 3

Fuente: Elaboración propia.

Es importante señalar que en algunos de los países referidos se 
reconoció el derecho al olvido en un primer momento por autori-
dades administrativas, como es el caso de México, por el entonces 
Instituto Federal de Acceso a la Información Pública y Protección 
de Datos, o de las propias cortes nacionales, como en el caso de 
Argentina, pero posteriormente fue negado su reconocimiento y 
ejercicio, por lo que para efectos de la gráfica se consideró única-
mente el sentido de las últimas resoluciones localizadas.

En ese orden de ideas, podemos observar una tendencia al 
no reconocimiento del derecho al olvido, salvo en Perú, donde 
ha sido confirmado en distintas instancias por autoridades admi-
nistrativas y judiciales; no obstante, su reconocimiento continúa 
siendo un tema constante en la agenda pública, en la que fre-
cuentemente se discute en distintos escenarios su posible incor-
poración a los sistemas jurídicos nacionales.
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En los siguientes apartados se revisarán los posicionamientos 
en el continente respecto de algunas de las preguntas fundamen-
tales que se han analizado al buscar la vigencia del derecho al 
olvido, como ¿cuál es la responsabilidad de los intermediarios 
u operadores?, ¿qué relevancia tiene el contenido lícito o ilícito 
de la información?, ¿cómo se armoniza el derecho al olvido con 
la libertad de expresión y la libertad de información?, y ¿qué 
alcances tiene el caso Costeja en las resoluciones?

1. ¿Cuál es la responsabilidad de los intermediarios u operadores?

Gráfica 4

Fuente: Elaboración propia.

En primer lugar, respecto de la responsabilidad de los moto-
res de búsqueda, en los casos resueltos por autoridades judicia-
les y administrativas de Brasil, Colombia, Chile y Argentina, fue 
coincidente el criterio de que no tienen responsabilidad sobre el 
contenido de la información y, por tanto, no están obligados a 
eliminar los resultados de búsqueda.

En el caso de los razonamientos de la Corte Constitucional 
colombiana, dar a los motores de búsqueda una responsabilidad 
de esa naturaleza puede incluso convertirlos en censores o con-
troladores de los contenidos de los usuarios, lo que puede afectar 
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la propia arquitectura de Internet, al negar el acceso en condicio-
nes de igualdad, no discriminación y pluralismo.288

Coincidentemente, la Tercera Sala de la Corte Suprema de 
Chile precisa que la información de los motores de búsqueda es 
creada por los usuarios al amparo de su libertad de opinión y de 
información, lo que limita a los buscadores a indexarla.289

Contrario a ello, la Dirección General de Protección de Datos 
Personales de Perú determinó que las actividades de los motores 
de búsqueda no se limitan a indexar la información publicada por 
terceros, sino que en sí mismo constituye un tratamiento de datos 
propio, posterior y diferenciable de los administradores de sitios 
web, que ha incluso generado su propio verbo: googlear.290

En el caso mexicano, el antes Instituto Federal de Acceso 
a la Información Pública y Protección de Datos resolvió que el 
prestador de un servicio de motor de búsqueda es responsable del 
tratamiento de los datos personales que aparecen en páginas web 
publicadas por terceros, por lo que los titulares pueden solicitar 
directamente a los gestores del motor de búsqueda eliminar los 
enlaces de la lista de resultados.291

En sentido contrario, la Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación determinó que asignar a las empresas 
gestoras de motores de búsqueda la obligación de vigilar y de-
terminar si la información debe o no conocerse al cumplir una 
función pública, es contrario a los artículos 7 y 14 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, aunado a que la 
opción de eliminar información en manos de particulares puede 
generar excesos y abusos ante cualquier solicitud de ejercicio del 

288		 Cfr. resolución T-277 del 12 de mayo de 2015, Corte Constitucional de 
Colombia.

289		 Cfr. resolución Rol N 54-2020 del 10 de junio de 2020, Tercera Sala de la 
Corte Suprema de Chile.

290		 Cfr. resolución 012-2015-PTT del 11 de marzo de 2016, Dirección Gene-
ral de Protección de Datos Personales del Perú.

291		 Cfr. resolución PPD.0094/14 del 26 de enero de 2015, Instituto Federal 
de Acceso a la Información y Protección de Datos de México.
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derecho al olvido, lo que a su vez puede derivar en un mecanis-
mo que propicie la censura indirecta.292

Como podemos observar, el debate respecto de la responsa-
bilidad de los motores de búsqueda en cuanto al tratamiento de 
datos personales forma parte de la ratio decidendi para ordenar o 
no la desindexación de resultados; sin embargo, debemos recal-
car que la configuración del derecho al olvido se presenta como 
una nueva vía de protección de la privacidad de las personas, 
que aunque busca una conexión con el tratamiento de datos 
personales puede perseguir algo distinto y su vigencia puede re-
conocerse y va más allá del origen del tratamiento de los datos 
personales.

Considerar la falta de responsabilidad de los motores de bús-
queda y la incapacidad de acción equivaldría a negar el poder e 
influencia de esas empresas en la actualidad, y dejaría en estado 
de indefensión a los titulares, ya que el consentimiento, obten-
ción y tratamiento de datos personales se da en formas distintas 
a las inicialmente conceptualizadas; sólo ampliado el horizonte 
normativo podemos tener medidas efectivas de protección.

Asimismo, y como bien se señala en los razonamientos de la 
Dirección General de Protección de Datos Personales de Perú 
y el Instituto Federal de Acceso a la Información Pública y Pro-
tección de Datos, deben esclarecerse con certeza los límites en los 
cuales puede o no desindexarse un resultado, ponderando los dis-
tintos derechos en tensión, pero siendo conscientes de que los 
intermediarios como los motores de búsqueda hacen accesible a 
millones de personas información personal de forma inmediata y 
descontextualizada. Es necesario evitar caer en el error de deter-
minar categóricamente que garantizar un derecho humano pue-
de impulsar la violación generalizada de otros, sin considerar una 
ponderación caso por caso.

292		 Cfr. resolución de amparo en revisión 341/2022 del 23 de noviembre de 
2022, Suprema Corte de Justicia de la Nación, Primera Sala, México.
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2. ¿Qué relevancia tiene el contenido lícito o ilícito de la información?

Gráfica 5

Fuente: Elaboración propia.

Otro aspecto relevante en algunas de las resoluciones es el 
contenido lícito o ilícito de la información, lo cual en principio y 
en los términos fijados por el caso Costeja no tiene relación directa 
con el derecho al olvido; sin embargo, en distintas latitudes se ha 
discutido si sería un elemento necesario para su ejercicio.

Como ejemplo, el Tribunal Superior de Justicia de Brasil se-
ñala que si la víctima de difusión de contenido ilegal identifica 
al autor de su difusión, es decir, del acto ilícito, no tiene motivos 
para demandar al motor de búsqueda que facilita el acceso al 
contenido.293

A su vez, la Suprema Corte de Justicia de México ha deter-
minado que siempre que los intermediarios actúen como vehí-
culos neutros del contenido de terceros no serán responsable del 
contenido de la información, salvo en aquellos casos en que sean 
creadores o desarrolladores de ésta, por lo que podemos asumir 
que sí otorga relevancia al contenido ilícito para el ejercicio del 
derecho al olvido, pero sólo cuando el motor de búsqueda es par-
tícipe de la creación del contenido.294

293		 Cfr. resolución del recurso especial N 1.316.921–RJ (2011/0307909-6) 
del 26 de junio de 2012, Tribunal Superior de Justicia de Brasil.

294		 Cfr. resolución de amparo en revisión 341/2022 del 23 de noviembre de 
2022, Suprema Corte de Justicia de la Nación, Primera Sala, México.
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Por su parte, la Corte Superior de Justicia de la Nación de 
Argentina prevé la ilicitud de los contenidos como un supuesto 
que permita la tutela preventiva, ya que permitir restringir re-
cuerdos del acervo público sin más sería una violación directa 
a la libertad de expresión. Por ello, para conceder el ejercicio 
del derecho al olvido es necesario que se trate de información 
ilícita, y resulta infundado argumentar que la permanencia de 
la información por largos periodos podría lesionar el derecho al 
honor.295

En un caso similar, la Corte Constitucional colombiana ha 
establecido que si bien Google Inc. no es responsable de lo que 
se publica en su subsidiaria Blogger.com, sí tiene la facultad de eli-
minar información cuando exista violación a sus políticas de con-
tenido, atendiendo directamente a la ilicitud.296

En cuanto a la veracidad de la información, como señala 
Ulrich Richter,297 la mayoría de las veces el derecho al olvido no 
tiene que ver con información falsa;298 por el contrario, este de-
recho surge ante las afectaciones desmedidas que puede tener en 
la vida de las personas la permanencia estática de información 
descontextualizada e inmediata sobre una persona, sin importar 
la licitud o ilicitud de su contenido; existen otros mecanismos le-
gales de protección complementarios en caso de ser afectado por 
información intencionalmente maliciosa o engañosa.

Presuponer una condición de tales características al ejercicio 
del derecho al olvido, sería un despropósito y una restricción in-
debida de su ejercicio, ya que en caso de que la información sea 

295		 Cfr. resoluciones CIV 50016/2016 y CIV 50016/2016/1/RH1, 28 de 
junio de 2022, Corte Suprema de Justicia de la Nación de Argentina.

296		 Cfr. resolución T-063A/17 del 3 de febrero de 2017, Corte Constitucio-
nal de Colombia.

297		 Entabló un largo proceso legal en México en contra de Google Inc. por 
la difusión de fake news en la plataforma Blogspot, inició una demanda por daño 
moral y obtuvo una indemnización por $250,000,000.00 (doscientos cincuenta 
millones de dólares 00/100).

298		 Cfr. Richter Morales, Ulrich, op. cit., p. 43.
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ilícita pueden activarse otros mecanismos de protección y repa-
ración del daño, que resultan relevantes y complementarios, pero 
que no deben confundirse con la respuesta y necesidad a la que 
se busca responder con el reconocimiento e implementación del 
derecho objeto de la presente investigación.

3. ¿Cómo se armoniza el derecho al olvido con la libertad 
de expresión y la libertad de información?

Un aspecto importante para analizar consiste en la respues-
ta de las cortes locales al derecho al olvido en relación con su 
armonización con la libertad de expresión y libertad de infor-
mación. En la gráfica subsecuente se otorgó valor de un punto 
por cada uno de los argumentos observados en las sentencias en 
favor de los tres derechos humanos cuando éstos se inclinaban 
a maximizar la privacidad, la libertad de expresión o la liber-
tad de información. Cuando un derecho se minimizaba frente 
a los otros se otorgaba el valor cero. Se encontraron puntajes 
equilibrados cuando se exponían argumentos que buscaban un 
equilibrio entre el ejercicio y las restricciones de los derechos 
referidos.



EDUARDO KANAHUATI FARES150

Gráfica 6 
¿Cómo se armoniza el derecho al olvido 
con la libertad de expresión y la libertad 

de información?

Fuente: Elaboración propia.

En la gráfica 6 podemos observar que en la mayoría de los 
países estudiados existe una maximización argumentativa en fa-
vor de la libertad de expresión o, en su caso, de información, 
como dos bienes jurídicos en tensión con la privacidad, la prime-
ra con el creador o titular del contenido como sujeto activo y la 
segunda con el receptor de la información como titular del dere-
cho en cuestión. Resalta el caso del Tribunal Constitucional del 
Perú, donde se propone un balance caso por caso de la libertad 
de información, la libertad de expresión y la privacidad.

En los distintos países del continente está presente la im-
portancia de ponderar los distintos derechos en tensión; entre 
otros, la protección de datos personales, la privacidad, la auto-
determinación informativa y el honor, en contraposición con la 
libertad de expresión, la libertad de información y neutralidad 
de la red.
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Para el Tribunal Superior de Justicia de Brasil la balanza 
debe “inclinarse por la libertad de información, tomando en 
cuenta que Internet es un importante vehículo de comunicación 
social de masas”.299

Por su parte, la Corte Constitucional colombiana hace hinca-
pié en que imponer a los motores de búsqueda el deber de restrin-
gir el acceso a la información atenta contra los principios de neu-
tralidad de Internet, afecta su arquitectura y vulnera la libertad de 
expresión y el derecho a la información, y puede dar a los interme-
diarios el poder de regular la información que circula en la red.300

A su vez, la Corte Suprema de Justicia de la Nación de Ar-
gentina señala que la prevalencia de la libertad de expresión tie-
ne un papel fundamental en el funcionamiento de una república 
democrática y para el ejercicio del autogobierno colectivo.301

En ese sentido, la Primera Sala de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación de México refiere que el derecho al olvido es 
incompatible con la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, pues su ejercicio es contrario a la libertad de expre-
sión y de información, principios básicos de una sociedad demo-
crática.302

Para el Tribunal Constitucional de Perú no se debe obviar 
que el derecho al olvido está sujeto a restricciones o limitaciones 
en relación con la libertad de información, lo que favorece al 
principio de máxima divulgación, por lo que, por ejemplo, en un 
caso de investigación de delitos de narcotráfico y terrorismo debe 
privilegiarse el interés público de conocer la información.303

299		 Resolución del recurso especial N 1.316.921–RJ (2011/0307909-6) del 
26 de junio de 2012, Tribunal Superior de Justicia de Brasil.

300		 Cfr. resolución T-277 del 12 de mayo de 2015, Corte Constitucional de 
Colombia.

301		 Cfr. resoluciones CIV 50016/2016 y CIV 50016/2016/1/RH1 del 28 de 
junio de 2022, Corte Suprema de Justicia de la Nación de Argentina.

302		 Cfr. resolución de amparo en revisión 341/2022 del 23 de noviembre de 
2022, Suprema Corte de Justicia de la Nación, Primera Sala, México.

303		 Cfr. resolución 119/2022 del 17 de junio de 2022, Tribunal Constitucio-
nal de Perú.
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Lo cierto es el que derecho al olvido debe ser armonizado 
con otros derechos, analizando caso por caso la maximización 
o minimización de un derecho humano frente a otro, y conside-
rando los elementos fácticos correspondientes, sin que se emitan 
juicios generales de la prevalencia de un derecho frente a otro, 
ya que ello atenta directamente contra el goce y ejercicio de los 
derechos humanos, supeditándolos a un criterio de relevancia je-
rárquica, sin considerar que lo óptimo es elegir la solución menos 
lesiva y más protectora para las personas.

4. ¿Qué alcances tiene el caso Costeja en las resoluciones?

Gráfica 7

Fuente: Elaboración propia.

Conforme a los criterios adoptados, se ha analizado en la 
mayoría de los casos si es correcto o no el criterio adoptado en el 
caso Costeja. Debemos recordar que el análisis del derecho al olvi-
do en distintas latitudes se relaciona directamente con el diálogo 
jurisprudencial que se genera por las autoridades jurisdiccionales 
y administrativas con el criterio de ese caso, al hacerse constantes 
referencias en las resoluciones analizadas.

Respecto de la Corte Constitucional colombiana se analiza 
directamente si la resolución del caso Costeja es una medida idó-
nea o no, y se concluye que es ajena a ello por dos razones: 1) aun 
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cuando se desindexe un resultado, se puede seguir accediendo a 
su contenido, y 2) debe garantizarse el derecho a la libertad de 
expresión en Internet, señalando que incluso es más grave desin-
dexar información que eliminar el contenido, pues debe prevale-
cer el principio de neutralidad de la red.304

Por su parte, resulta relevante que la Corte Suprema de Chi-
le refiere expresamente que el caso Costeja sólo es vinculante 
para los Estados de la Unión Europea, por lo que el criterio no 
debe aplicarse en dicho país.305

En otro orden de ideas, la Dirección General de Protección 
de Datos Personales de Perú refiere al caso Costeja y 0094/14 
resuelto en México por el Instituto Federal de Acceso a la Infor-
mación Pública y Protección de Datos,306 y aclara que al tratarse 
de casos extranjeros similares de tratamiento e infracciones el 
análisis permite afirmar que se despliega una estrategia global de 
empresas como Google, no sólo de defensa, sino para eludir nor-
mas nacionales de los países en que tienen presencia comercial, 
por lo que resulta importante observar lo dicho por los órganos 
de otros Estados.307

Cabe aclarar que en el caso mexicano el Instituto Federal de 
Acceso a la Información Pública y Protección de Datos replicó 
el criterio del caso Costeja en atención al principio pro persona, y 
señaló que no desindexar datos puede afectar los derechos hu-
manos a la vida privada y a la protección de datos personales; sin 
embargo, dicha resolución fue revocada posteriormente por un 
tribunal colegiado.308

304		 Cfr. resolución T-277 del 12 de mayo de 2015, Corte Constitucional de 
Colombia.

305		 Cfr. resolución Rol N 54-2020 del 10 de junio del 2020, Corte Suprema 
de Chile, Tercera Sala.

306		 Cfr. resolución PPD.0094/14 del 26 de enero de 2015, Instituto Federal 
de Acceso a la Información y Protección de Datos de México.

307		 Cfr. resolución 012-2015-PTT del 11 de marzo de 2016, Dirección Gene-
ral de Protección de Datos Personales de Perú.

308		 Cfr. Red en Defensa de los Derechos Digitales, “¡Ganamos! Tribunal anu-
la resolución del INAI sobre el falso «derecho al olvido»”, 24 de agosto de 2016, 
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Seguidamente, la Primera Sala de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación determinó que los argumentos del caso Costeja 
no pueden ser aplicados en México, dado lo establecido por la 
Constitución respecto de la libertad de expresión y el derecho a 
la información,309 y dio como resultado de un ejercicio de pon-
deración una maximización absoluta y generalizada de dichos 
derechos sobre la privacidad, la autodeterminación informativa 
y la protección de datos personales.

Asimismo, resulta relevante lo señalado por la Corte Supre-
ma de Canadá en 2017, en un caso contra Google en el que una 
empresa utiliza el buscador como vehículo para vender ilegal-
mente propiedad intelectual de otra empresa, y resalta que Inter-
net no tiene fronteras, su hábitat natural es global, por lo que sólo 
pueden ser efectivas las resoluciones en los lugares donde opera 
Google, es decir, en todo el mundo.310

Debido a lo anterior, debemos reparar en la importancia 
de analizar de forma colectiva la respuesta de distintos Estados 
y jurisdicciones ante empresas como Google, que cuentan con 
presencia mundial. Limitarse a negar la vigencia de un criterio 
orientador de otro Estado en apoyo a la resolución de algún con-
flicto similar en otro sería negar la universalidad de los derechos 
humanos, aunque este ejercicio siempre debe tener límites claros 
y analizar la propia cultura jurídica nacional y la vigencia o no 
de los criterios discutidos.

Resulta igual de relevante recordar que existe una referencia 
constante, principalmente por la Corte Constitucional de Co-
lombia, al principio de neutralidad de la red, criterio que se ha 
desarrollado principalmente en Estados Unidos de América, en 
contraposición al derecho al olvido, desarrollado en sede euro-

disponible en: https://r3d.mx/2016/08/24/amparo-inai-derecho-olvido/, consulta-
do el 2 de octubre de 2022.

309		 Cfr. resolución de amparo en revisión 341/2022 del 23 de noviembre de 
2022, Suprema Corte de Justicia de la Nación, Primera Sala, México.

310		 Cfr. resolución 2017 SCC 34, S.C.R. 824 del 28 de junio de 2017, Corte 
Suprema de Canadá.
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pea, por lo que aun cuando sea difícil lograr un acuerdo inter-
nacional que armonice las distintas posturas, no podemos negar 
que Internet y las empresas que se desarrollan en su entorno tie-
nen presencia en cada vez más rincones del planeta, por lo que 
pensar en soluciones locales es ajeno a la realidad de nuestro 
hábitat actual.

Resulta interesante la postura de la Primera Sala de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación de México, que otorga un 
valor preponderante a la libertad de expresión y de información 
conforme a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, y al artículo 19.17 del Tratado entre México, Estados Uni-
dos y Canadá que prevé la imposibilidad de las partes para res-
ponsabilizar a proveedores de servicios informáticos por poner 
información a disposición de terceros, con el fin de proteger la 
promoción de servicios informáticos como elementos que permi-
ten el crecimiento del comercio digital.311

En contraposición, no debemos olvidar que México suscri-
bió312 de igual forma y con anterioridad a estas resoluciones el 
Convenio 108 del Consejo de Europa para la Protección de las 
Personas con respecto al Tratamiento Automatizado de Datos 
de Carácter Personal, que tiene como fin la protección de la vida 
privada. Ello significa un compromiso internacional suscrito por 
el Estado mexicano y que, conforme a la interpretación de la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sería 
desconocido e inaplicado.

En conclusión, el análisis de las distintas resoluciones eviden-
cia el interés que se ha desatado en distintos sistemas jurídicos 
por el criterio adoptado en la Unión Europea respecto del dere-
cho al olvido, y resalta las distintas posturas teóricas que ha gene-
rado el debate respecto de su implementación y alcances.

311		 Cfr. artículo 19.17, Tratado entre México, Estados Unidos y Canadá (T-
MEC).

312		 Cfr. Decreto Promulgatorio del Convenio para la Protección de las Perso-
nas con respecto al Tratamiento Automatizado de Datos de Carácter Personal, 
hecho en Estrasburgo, Francia, el 28 de enero de 1981, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación, 28 de septiembre de 2018.



EDUARDO KANAHUATI FARES156

No escapa a los argumentos de los jueces nacionales la dife-
rencia de posiciones y teorías desarrollados en dos sistemas he-
gemónicos occidentales, es decir, la de la Unión Europea y la de 
Estados Unidos, ya que ambas difieren y se encuentran en extre-
mos distintos, al ponderar la protección de datos personales y la 
privacidad con la libertad de expresión.

Lo anterior reafirma, en primer lugar, que la figura del de-
recho al olvido, así como de otras teorías como la de neutralidad 
de la red, ha traspasado las fronteras y se discute en la globalidad 
que implica Internet.

Se puede concluir del análisis realizado que no existe una uni-
formidad de criterio en América Latina respecto a la postura que 
debe adoptarse ante un fenómeno internacional como Internet, ya 
que cada sistema, aunque existen posturas coincidentes, ha gene-
rado sus propios argumentos para reconocer o negar la existencia 
del derecho al olvido, como es el caso particular de la Corte Su-
prema de Justicia de la Nación de Argentina, que limita su aplica-
ción a la ilegalidad del contenido, en analogía con el de la Corte 
Constitucional de Colombia, donde su reconocimiento preocupa 
en relación con la vulneración de la neutralidad de la red, o el de 
la Corte Suprema de Chile, en la que inquietan a los jueces las im-
plicaciones de adoptar un criterio extranjero.

Ante estas particularidades, podemos observar que en los 
propios márgenes de apreciación cultural de cada Estado, la ten-
dencia actual en América Latina no se acerca al reconocimiento 
del derecho al olvido, pero los argumentos refieren constante-
mente a la importancia de que exista un balance y ponderación 
de derechos, por lo que es probable que, atendiendo caso por 
caso, su vigencia se haga presente si se exige su ejercicio.

Un aspecto que no debemos obviar es que en la mayoría 
de los casos de América Latina los interesados en ejercerlo son 
personajes públicos o famosos; por mencionar algunos ejemplos, 
Xuxa,313 en el caso resuelto por el Tribunal Superior de Justicia 

313		 Cantante y actriz brasileña que buscaba ejercer el derecho al olvido para 
que se eliminarán de las listas de resultados de Google aquellos que contenían 
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de Brasil; Natalia Denegri,314 en el caso resuelto por la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación de Argentina, y Carlos Sán-
chez de la Peña,315 en el caso resuelto por el Instituto Federal de 
Acceso a la Información Pública y Protección de Datos de Mé-
xico, que tienen un estatus distinto en cuanto a los alcances de 
protección de su privacidad por la naturaleza de sus actividades, 
y que, aunado a ello, han causado una mayor audiencia atenta 
al resultado de los fallos. Esta condición evidentemente puede 
incidir en la ratio decidendi y tiene un peso específico en el senti-
do de las decisiones adoptadas, por lo que sólo con la exigencia 
ciudadana de respeto a su privacidad, autodeterminación infor-
mativa y protección de datos personales es como podremos ver 
su verdadera implementación en los distintos sistemas jurídicos, 
ajeno a la presión mediática que puedan generar ciertos actores 
que exijan su ejercicio.

III. Implementación y alcances en los marcos 
legislativo y administrativo

El primer ejemplo de implementación en el marco legislativo del 
derecho al olvido y que ya ha sido referido anteriormente es el Re-
glamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
del 27 de abril de 2016, que se refiere expresamente, en el consi-
derando 66, al derecho de supresión (derecho al olvido):

A fin de reforzar el “derecho al olvido” en el entorno en línea, el 
derecho de supresión debe ampliarse de tal forma que el respon-

clips de una película en la que participó en su juventud y en la que seducía a 
un adolescente.

314		 Productora de cine, actriz y activistas social que buscaba ejercer el dere-
cho al olvido en relación con notas de su nexo con el caso Coppola, que implica-
ba actividades de narcotráfico.

315		 Empresario mexicano acusado de fraude y corrupción en un artículo pu-
blicado por la revista Fortuna y que solicitó el ejercicio del derecho al olvido, 
que en primer momento fue otorgado por el Instituto Federal de Acceso a la 
Información y Protección de Datos.
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sable del tratamiento que haya hecho públicos datos personales 
esté obligado a indicar a los responsables del tratamiento que es-
tén tratando tales datos personales que supriman todo enlace a 
ellos, o las copias o réplicas de tales datos. Al proceder así, dicho 
responsable debe tomar medidas razonables, teniendo en cuenta 
la tecnología y los medios a su disposición, incluidas las medidas 
técnicas, para informar de la solicitud del interesado a los respon-
sables que estén tratando los datos personales.316

Respecto al derecho de supresión o derecho al olvido,317 en 
el artículo 17 establece que el “interesado tendrá derecho a ob-
tener sin dilación indebida del responsable del tratamiento la su-
presión de los datos personales que le conciernan, el cual estará 
obligado a suprimir sin dilación indebida los datos personales 
cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes”:318 a) 
los datos personales ya no sean necesarios; b) el interesado retire 
el consentimiento en que se basa el tratamiento; c) el interesado 
se oponga al tratamiento y no prevalezcan otros motivos legí-
timos para el tratamiento; d) “los datos personales hayan sido 
tratados ilícitamente”; e) “los datos personales deban suprimirse 
para el cumplimiento de una obligación legal establecida en el 
derecho de la Unión o de los Estados miembros que se aplique al 
responsable del tratamiento”, y f) “los datos personales se hayan 
obtenido en relación con la oferta de servicios de la sociedad de 
la información...”.

Niega el ejercicio del derecho de supresión, o derecho al ol-
vido, cuando el tratamiento sea necesario

a) para ejercer el derecho a la libertad de expresión e información;

316		 Considerando 66 del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Euro-
peo y del Consejo, 27 de abril de 2016.

317		 Es fundamental aclarar que se refiere al derecho de supresión y dere-
cho al olvido, únicamente porque así lo refiere el propio Reglamento (UE) 
2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo.

318		 Artículo 17 del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, 27 de abril de 2016.
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b) para el cumplimiento de una obligación legal que requiera 
el tratamiento de datos impuesta por el derecho de la Unión o 
de los Estados miembros que se aplique al responsable del trata-
miento, o para el cumplimiento de una misión realizada en in-
terés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al 
responsable;

c) por razones de interés público en el ámbito de la salud pú-
blica…;

d) con fines de archivo en interés público, fines de investigación 
científica o histórica o fines estadísticos…, o

e) para la formulación, el ejercicio o la defensa de reclama-
ciones.

Sin duda, esta regulación posterior a la resolución del caso 
Costeja incorpora y delimita los alcances y restricciones del dere-
cho al olvido en la Unión Europea.

En Estados Unidos, si bien ya se ha señalado que no existe 
un reconocimiento expreso del derecho al olvido, resulta relevan-
te hacer mención del Acta de Privacidad de Consumidores de 
California (California Consumer Privacy Act o CCPA, por sus 
siglas en inglés), aprobada en 2018, que busca otorgar a los usua-
rios control sobre sus datos personales, incluida la posibilidad de 
que en ciertos casos sean eliminados cuando no exista una obli-
gación legal de guardar la información.319 Pero a diferencia del 
RGPD, más que la protección de la privacidad como derecho hu-
mano, busca establecer límites para las empresas y prerrogativas 
para los usuarios desde un enfoque de protección de derechos de 
consumidores. Actas similares se han aprobado en otros estados, 
como Nevada y Virginia.

Por su parte, en América Latina no se identificaron países 
donde efectivamente se encuentre regulado el derecho al olvido, 
pero sí declaraciones de funcionarios ante su posible inclusión en 
los marcos normativos vigentes.

319		 Cfr. Bonta, Roba, California Consumer Privacy Act (CCPA), 13 de mar-
zo de 2024, disponible en: https://oag.ca.gov/privacy/ccpa, consultado el 29 de 
marzo de 2024.
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En el caso mexicano, en 2016, el entonces presidente del Ins-
tituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública, Pro-
tección de Datos Personales y Rendición de Cuentas de la Ciu-
dad de México, Mauricio Israel Hernández, hizo declaraciones 
sobre la posible inclusión en la Constitución de la Ciudad de 
México;320 posteriormente, en 2020, el senador Ricardo Mon-
real propuso una iniciativa de reforma para legislar el derecho al 
olvido;321 ninguna de las dos propuestas fue aprobada.

Asimismo, se identificó otra del gobierno de Uruguay en 
2020, en la cual a través de una propuesta de Ley de Urgente 
Consideración se pretendía incluir en la legislación al derecho al 
olvido, pero fue descartada.322

Como se puede observar, existen distintas iniciativas para in-
cluir en la legislación el derecho al olvido; sin embargo, actual-
mente sólo se encuentra regulado expresamente por el RGPD.

Existen otros alcances de autoridades administrativas que 
han dictado medidas en contra de Google Inc. con el objetivo 
de limitar su poder y regular sus actividades, como es el caso de 
la opinión de la Comisión Federal de Comercio y el Fiscal Ge-
neral de Nueva York, Estados Unidos, de 2019, que les ordenó 
a Google LLC y a su subsidiaria YouTube pagar la suma de US 
$170,000,000.00 (ciento setenta millones de dólares) por reco-
lectar de forma ilegal información personal de niños, al haber 
violado la regla establecida por la Ley de Protección de la Priva-

320		  Cfr. Ríos, Valeria, “El derecho al olvido podría formar parte de la Cons-
titución de la Ciudad de México”, hipertextual, 14 de julio de 2016, disponible 
en: https://hipertextual.com/2016/07/derecho-al-olvido-mexico, consultado el 2 de 
octubre de 2022.

321		 Cfr. Yangali, Marcial, “Iniciativa de Monreal para legislar derecho al olvi-
do atenta contra el derecho humano a saber”, 9 de febrero de 2020, disponible 
en: https://contralinea.com.mx/portada/iniciativa-de-monreal-para-legislar-derecho-al-
olvido-atenta-contra-el-derecho-humano-a-saber/, consultado el 2 de octubre de 2022.

322		 Cfr. Alimonti, Veridiana et al., “Uruguay se apura a entrar en la polémi-
ca del derecho al olvido”, 11 de febrero de 2020, Electronic Frontier Foundation, 
disponible en: https://www.eff.org/about?language=es&page=53, consultado el 2 de 
octubre de 2022.
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cidad en Línea para Niños (COPPA, por sus siglas en inglés), que 
implica la obligación de informar y obtener el consentimiento de 
los padres de menores de trece años antes de recolectar su infor-
mación.323

Asimismo, en 2020 el director de Investigación de Protec-
ción de Datos Personales de la Superintendencia de Industria y 
Comercio del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo del 
Gobierno de la República de Colombia, resolvió, en referencia 
a la resolución de la antes mencionada Comisión Federal de Co-
mercio de los Estados Unidos de América y las investigaciones en 
contra de Google en 2013 por parte de la Agencia Española de 
Protección de Datos (en relación con el caso Costeja), que Google 
recolecta información personal de mayores y menores de diecio-
cho años de edad, por lo que conforme a la legislación nacional 
debe crear una política de tratamiento de información y hacerla 
del conocimiento de los titulares de datos residentes en el terri-
torio colombiano, así como implementar mecanismos o procedi-
mientos apropiados, efectivos y demostrables para la recolección 
de datos personales de menores de dieciocho años.324

Estos dos antecedentes resultan altamente relevantes por dos 
aspectos trascendentales, el primero es que evidencian que si bien 
en Estados Unidos no se reconoce el derecho al olvido, existe una 
preocupación por limitar la recolección y uso indiscriminado de 
datos personales por parte de las grandes empresas como Goo-
gle, y se busca imponer límites sobre sus actividades comerciales 
en el contexto de una economía de datos.

En segundo lugar, porque demuestra que los alcances de In-
ternet y sus empresas son globales, y que los distintos actores 
están atentos a las respuestas estatales de los países referentes, 
ya sean del continente europeo o americano, para replicar sus 

323		 Cfr. resolución 1:19-cv2642 del 4 de septiembre de 2019, Comisión Fede-
ral de Comercio y Fiscal General del Estado de Nueva York.

324		 Cfr. resolución 53593 del 3 de septiembre de 2020, director de Investiga-
ción de Protección de Datos Personales, perteneciente a la Superintendencia de 
Industria y Comercio del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo.
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criterios y decisiones, buscando limitar la influencia y campo de 
actuación de las empresas transnacionales que se han enriqueci-
do al utilizar como capital los datos personales de los usuarios.

Ante estos ejemplos, podemos concretar que existe una preo-
cupación entre los distintos gobiernos y autoridades de limitar el 
poder e influencia de las grandes empresas transnacionales de la 
era digital como Google. Han existido distintos tipos de respues-
ta, una de las primeras fue de la Unión Europea, que después de 
contemplar protecciones en la vía jurisdiccional, lo hizo de forma 
legislativa confirmando el reconocimiento, la vigencia y los lími-
tes del derecho al olvido.

No obstante, en países distintos a la Unión Europea se han 
impuesto límites a través de otras medidas administrativas, sin 
que a la fecha exista una regulación expresa que delimite al de-
recho al olvido, pero es un criterio que comienza a debatirse y 
podríamos observar su implementación normativa en el corto 
plazo en algunos países de América Latina, especialmente en 
Perú, donde la reiteración jurisprudencial en favor de ese dere-
cho es una constante que pronto podría tener cabida en el orden 
jurídico nacional.

En suma, si bien no existe uniformidad en los criterios del 
reconocimiento o no del derecho al olvido, sí vemos esfuerzos 
distintos por su implementación para buscar la protección del de-
recho a la privacidad, confrontándolo con otros valores, como la 
libertad de expresión y la memoria histórica, lo cual se abordará 
en el capítulo subsecuente.




